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La puesta en marcha de procesos recientes como 
el de la mejora de la eficacia de la ayuda, que tiene 
en la Declaración de París de 2005 su principal 
instrumento, hace que desde los ámbitos más ofi-
ciales de la cooperación al desarrollo se planteen 
principios como los de apropiación, armonización 
o mutua accountability1, como aquellos que deben 
regir las intervenciones de cooperación y las rela-
ciones entre donantes y países socios. 
Este trabajo se sitúa en el marco de este contexto 
actual internacional, dentro del esfuerzo llevado a 
cabo desde la cooperación española para la mejora 
del sistema de cooperación, cuyo ejemplo más 
visible es la elaboración y aprobación del Plan Di-
rector de la Cooperación Española 2009-2012. El 
proyecto que presentamos entiende que, en el 
marco de estos procesos, es un aspecto funda-
mental para la mejora de la calidad de la ayuda 
preguntarse qué significados se da a la accountabi-
lity en el ámbito del desarrollo y qué grado de re-
flexión existe en torno a este tema en el sistema 
de cooperación al desarrollo en España. Por lo tan-
to, el objetivo del estudio es: 
profundizar en los distintos discursos sobre ac-
countability de los diferentes actores del sistema 
de cooperación internacional español y examinar-
                                                          
 
1
 No existe en castellano una traducción directa del  inglés 
accountability, sólo algunos términos aproximados como rendi-
ción de cuentas, transparencia, control social, responsabilidad, 
responsabilidad social corporativa, etc. En la investigación, 
empleamos el término anglosajón y se muestran los usos y las 
ideas que las diferentes organizaciones entrevistadas relacio-
nan con este concepto. 
los a la luz de las distintas interpretaciones teóri-
cas sobre la rendición de cuentas en el desarrollo. 
Para ello, se llevó a cabo una investigación entre 
junio del 2008 y noviembre del 2009 por parte de 
un equipo de trabajo compuesto por seis perso-
nas: Alejandra Boni, Jordi Peris, Carola Calabuig y 
Andrés Hueso (Grupo de Estudios en Desarrollo, 
Cooperación y Ética de la Universitat Politècnica de 
València), Rosemary McGee (Grupo de Participa-
ción del Institute of Development Studies del Re-
ino Unido) y Míriam Acebillo (IGOP de la Universi-
tat Autònoma de Barcelona). El trabajo de investi-
gación ha contado con el apoyo de la Dirección 
General de Planificación de la Secretaría de Estado 
para la Cooperación y para Iberoamérica. 
Este documento sintetiza el marco teórico em-
pleado, las evidencias obtenidas y las implicacio-
nes y recomendaciones que se sugieren para los 
distintos actores del sistema de cooperación espa-
ñol. 
Inicialmente, se hace referencia a los objetivos y a 
la metodología de la investigación y se continúa 
con una síntesis de las principales aportaciones del 
marco teórico. Seguidamente, se exponen las evi-
dencias obtenidas del análisis de las entrevistas y 
se finaliza con las implicaciones y recomendacio-
nes para los distintos actores del sistema de coo-
peración español. 
Las autoras y los autores hacen constar su agrade-
cimiento a todos los entrevistados y las entrevista-
das por su colaboración en este estudio. 







Como se ha indicado, el objetivo del estudio es el 
siguiente: 
profundizar en los distintos discursos sobre ac-
countability de los diferentes actores del sistema 
de cooperación internacional español y examinar-
los a la luz de las distintas interpretaciones teóricas 
sobre la rendición de cuentas en el desarrollo. 
A partir de este objetivo, se acordaron las cuatro 
hipótesis de la investigación, cuya discusión ha 
servido para orientar el proceso de investigación y 
estructurar los hallazgos.  
Hipótesis 1: los actores del sistema de cooperación 
español incorporan la accountability en el nivel 
teórico con concepciones restringidas2 en cuanto a 
la naturaleza, el alcance, los actores y mecanismos 
que están fundamentados en la evolución del pro-
pio contexto español (visiones y sistemas asocia-
dos a la cooperación del desarrollo, atomización 
de los esfuerzos, poca investigación y reflexión 
conceptual, etc.).  
Hipótesis 2: se dan prácticas y mecanismos de 
accountability pero son limitados frente a las con-
cepciones de los propios actores. 
Hipótesis 3: hay barreras técnicas y políticas de 
tipo vacío/sesgo/captura que influyen en el siste-
ma de accountability en la cooperación al desarro-
llo en España. 
                                                          
 
2
 En relación con el marco de análisis y la reseña bibliográfica 
realizada. 
Hipótesis 4: en la actualidad, se detectan procesos 
de cambio que tienden a acercar el sistema de 
cooperación al desarrollo español a los estándares 
y las prácticas de accountability identificados a 
nivel internacional. 
Para poder dar respuesta a las hipótesis, el equipo 
de trabajo acordó seguir la siguiente metodología: 
 Análisis de la bibliografía y los debates críticos 
sobre la accountability en el sistema global de 
gobernanza. Desde el mes de junio del 2008 
hasta el mes de octubre del mismo año, se re-
visó numerosa bibliografía sobre discursos de la 
accountability provenientes de discursos 
académicos; discursos de donantes relaciona-
dos con la propuesta consensuada de la Decla-
ración de París (OCDE, 2005) y el posterior Pro-
grama de Acción de Accra (OCDE, 2008); discur-
sos desde las ONGD, y discursos en el sector 
privado relacionados fundamentalmente con 
las distintas concepciones sobre responsabili-
dad social corporativa (RSC) elaboradas por or-
ganismos internacionales, la sociedad civil y la 
iniciativa privada. También se incluyó una des-
cripción del sistema de cooperación español, 
caracterizado como un sistema multinivel de 
gobernanza.  
 Realización de entrevistas a 37 personas per-
tenecientes a 32 organizaciones representati-
vas de los gobiernos central, autonómicos y 
municipales, de ONGD, del sector privado, de 
universidades, así como miembros de la Aca-
demia. Con la información obtenida del análisis 
bibliográfico, se construyó el cuestionario para 
los entrevistados. Las entrevistas se realizaron 
entre noviembre del 2008 y febrero del 2009 en 




Madrid, la Comunidad Valenciana, Cataluña y el 
País Vasco. Todas las entrevistas fueron trans-
critas literalmente por el equipo de trabajo. 
 Exploración y análisis de la información. A par-
tir de las cuatro hipótesis, se establecieron dis-
tintas variables. Posteriormente, se acordó un 
conjunto de códigos en relación con las hipóte-
sis y variables planteadas que, mediante la utili-
zación del software HyperRESEARCHTM (pro-
grama para el análisis cualitativo), permitió re-
lacionar las variables en el conjunto de entre-
vistas codificadas. Este trabajo se prolongó 
desde marzo del 2009 hasta septiembre del 
2009. 
 Sistematización y difusión de la información. 
Con el conjunto de evidencias de las entrevis-
tas, se elaboraron la discusión y las recomenda-
ciones. El proyecto concluyó en noviembre del 
2009 con la redacción del informe de investiga-
ción y el informe ejecutivo y en el año 2010 se 
realizó la difusión de los resultados de la inves-
tigación destinados a contribuir al mejoramien-
to de las prácticas. 
 





3 Marco conceptual 
 
Como se mencionó con anterioridad, durante la 
investigación se realizó un extenso análisis de 
fuentes bibliográficas para caracterizar las visiones 
de la accountability dentro del mundo del desarro-
llo y la ayuda a nivel internacional. En particular, se 
estudiaron los discursos académicos; los de los 
donantes relacionados con la Declaración de París 
(OCDE, 2005) y el posterior Programa de Acción de 
Accra (OCDE, 2008); los discursos desde las ONGD, 
y los discursos en el sector privado relacionados 
con la RSC. 
A continuación, exponemos un breve resumen de 
los hallazgos encontrados en los cuatro ámbitos 
anteriores, correspondientes a los discursos de los 
diferentes actores, diferenciando en todos ellos 
entre: 
 Conceptualización de la accountability (qué es, 
para qué). 
 Actores predominantes (quién). 
 Mecanismos (cómo) y espacios de gobernanza 
(dónde). 
3.1 Discursos académicos 
Se han encontrado numerosas definiciones y ca-
racterizaciones del término accountability en la 
bibliografía académica. Una primera definición es 
la que ofrecen Goetz y Jenkins (2005), que descri-
ben la accountability como la relación donde A 
rinde cuentas a B de algo, si A está obligado a ex-
plicar y justificar sus acciones a B o si A puede su-
frir sanciones si su conducta o su explicación sobre 
ésta no da la talla según B. Además, esta definición 
permite distinguir entre dos dimensiones de ac-
countability a las que en inglés se suele llamar 
answerability y enforceability (Goetz y Jenkins, 
2005; Newell y Bellour, 2002). Answerability (obli-
gación de dar respuesta y derecho a obtenerla) 
tiene que ver con la obligación de dar información 
sobre las acciones de uno, así como justificar su 
idoneidad y corrección. Por otro lado, enforceabili-
ty (capacidad de exigir o hacer cumplir) está rela-
cionada con la capacidad de llevar a cabo una ac-
ción cuando falla la accountability o las reglas de 
juego establecidas, incluyendo el acceso a meca-
nismos de corrección (y penalización). Ambos 
componentes de la accountability pueden relacio-
narse con formas más débiles o fuertes de ésta, 
en cuanto a los mecanismos de sanción que inclu-
yen. 
Otra caracterización de la accountability es la que 
distingue entre perspectivas substancialistas y 
perspectivas relacionales (Eyben, 2008). La pers-
pectiva substancialista implica un énfasis en meca-
nismos contractuales para asegurar la existencia 
de accountability. Desde perspectivas relacionales, 
la accountability es percibida como una forma par-
ticular de relaciones sociales modificadas por con-
textos y trayectorias históricas específicas. En ellas, 
el poder y la significación de la política local y glo-
bal son importantes (Eyben, 2008). 
Otro de los debates clave en los que se enmarca la 
discusión sobre accountability es el papel que ésta 
juega, o debería jugar, en sistemas y procesos co-
mo la democracia representativa, la democracia 
participativa u otros sistemas de gobernanza de-
mocrática. En esta línea, accountability puede 
comprenderse como una abreviación de la expre-
sión accountability democrática, que implica la 
rendición de cuentas a la ciudadanía y al marco de 




normas e instituciones sobre las que se estructura 
el sistema de gobernanza. A su vez, accountability 
puede también situarse en el marco de obligacio-
nes y derechos democráticos y, en general, con 
perspectivas basadas en derechos (Goetz y Jenkins 
2005; Eyben y Ferguson 2004; Piron 2005). Los 
enfoques al desarrollo basados en derechos utili-
zan los derechos humanos como marco para guiar 
y establecer las agendas de desarrollo (Moser et 
ál., 2001; Nyamu-Musembi, 2002) y, como tal, re-
presentan una apuesta para democratizar el desa-
rrollo y la cooperación, de ahí el papel primordial 
que juega la accountability en ellos. 
Es conveniente también remarcar otras distincio-
nes o caracterizaciones que son clave para com-
prender cómo está evolucionando el concepto. Por 
un lado, es posible diferenciar entre accountability 
de jure y de facto ya que, como resaltan Goetz y 
Jenkins (2005), en el mundo real a menudo existe 
la diferencia entre quien tiene que rendir cuentas 
basándose en una ley o un procedimiento acepta-
do y quien debe hacerlo porque un poder práctico 
puede imponerle una sanción. Otra cuestión que 
cabe considerar al analizar sistemas de accountabi-
lity es la diferencia entre la ex post y la ex ante. 
Así, si tradicionalmente la accountability es vista 
como una explicación en retrospectiva de acciones 
pasadas (ex post), otras visiones más radicales 
plantean la información pública de acciones antes 
de realizarse y promueven la implicación ciudada-
na basándose en procesos de consulta y delibera-
ción (ex ante) (Newell y Wheeler, 2006). Otra de 
las aclaraciones realizadas por Newell y Wheeler 
(2006) es que accountability no es sinónima de 
responsiveness (en cuanto a estar abierto a escu-
char) ni de responsabilidad (más ligada a una sub-
jetividad moral que no tiene por qué ser requerida 
técnica o legalmente). 
En relación con los actores, las perspectivas tradi-
cionales y más convencionales entienden la ac-
countability como una forma de proporcionar a la 
ciudadanía los medios para controlar el compor-
tamiento de los actores a los que ha delegado el 
poder. Así, éstas toman como actor principal al 
Estado (políticos, funcionarios y técnicos o institu-
ciones públicas). Desde estas perspectivas centra-
das en el Estado, éste se relaciona y debe rendir 
cuentas a su ciudadanía (lo que se denomina ac-
countability vertical, en la que los procesos electo-
rales son una de las formas clásicas). También se 
considera que el Estado rinda cuentas mediante 
sistemas de accountability horizontales, que con-
sisten en relaciones formales dentro del propio 
aparato del Estado. Sin embargo, concepciones 
más amplias que toman en cuenta la reconfigura-
ción de las relaciones de poder entre todos los 
actores del desarrollo, nos llevan a comprender la 
accountability vertical como aquella que atañe a 
un actor que rinde cuentas a otro desde una rela-
ción de poder desigual. La accountability horizon-
tal, por otro lado, caracterizará la rendición de 
cuentas voluntaria o autoimpuesta entre actores 
que no tienen entre sí diferencias significativas de 
poder.  
Nuevamente, en su detallado análisis sobre la 
transformación de la accountability, Goetz y Jen-
kins (2005) nos proporcionan una distinción útil en 
relación con los actores: el agent (el obligado a 
rendir cuentas), entendido como el término legal 
referido a aquél al que se le ha delegado poder: 
apoderado o representante; el seeker (aquel que 
tiene el derecho a pedir accountability), que es la 
fuente legítima del poder o poderdante. Desde su 
punto de vista, la distinción anterior es enorme-
mente fluida, ya que hay muchas instituciones que 
tienen o juegan en los sistemas de accountability 
el doble rol. A su vez, remarcan que un elemento 
clave de la nueva agenda de la accountability es la 
reasignación de roles entre los actores en las rela-
ciones de accountability. 
Otro análisis de interés para los propósitos del 
presente estudio es la clasificación realizada por 




Newell sobre tipos de accountability. A continua-
ción, se presenta una síntesis de su categorización 
(Newell, 2006; Newell y Bellour, 2002): 
1. Accountability política: relacionada con la de-
mocracia delegativa y representativa, toma 
como actor principal al Estado en sus relaciones 
con la ciudadanía y entre sus propias institucio-
nes. Es principalmente concebida como ex post 
e incorpora los sistemas de accountability verti-
cal y horizontal. 
2. Accountability social: las raíces de su legitimi-
dad se basan en los discursos fundamentados 
en derechos, explora las formas en las que la 
acción de la ciudadanía redefine las relaciones 
entre ciudadanos y sus representantes políti-
cos. 
3. Accountability financiera: está vinculada al 
funcionamiento de las organizaciones, sus re-
sultados o su contabilidad. Puede distinguirse 
de la accountability política porque se autopro-
clama apolítica o técnica. Está expandiendo sus 
mecanismos desde perspectivas centradas en la 
contabilidad al uso de indicadores sobre inte-
gridad financiera o eficiencia. En este tipo de 
perspectivas, pueden situarse las nociones de 
accountability administrativa vinculadas a la 
nueva gestión pública. 
4. Accountability civil: recoge otro tipo de pers-
pectivas provenientes de actores no estatales, a 
menudo informales. Se entienden como expre-
sión de ciudadanía activa, están menos dirigidas 
a las instituciones del Estado y envuelven dife-
rentes tipos de activismo. A su vez, este tipo de 
estrategias pueden relacionarse con lo que 
Newell y Wheeler (2006) denominan accounta-
bility activa, es decir, aquella que es continua-
mente negociada y que asume tanto el derecho 
como la capacidad de articular demandas; o ac-
countability pasiva, en la que la autoridad para 
actuar en nombre de otros es conferida a líde-
res de comunidades, líderes de ONGD y, por 
supuesto, gobiernos. Puede hacerse un parale-
lismo entre la accountability activa y pasiva con 
visiones de accountability “desde abajo” o 
“desde arriba”. 
En relación con los mecanismos y espacios de go-
bernanza, las perspectivas académicas muestran 
que los mecanismos clásicos de accountability, 
como las elecciones, no son suficientes y prueba 
de ello es la proliferación de alternativas, deman-
das e iniciativas de accountability que han surgido 
alrededor del mundo. Esta transformación de las 
relaciones, los sistemas y las expectativas en torno 
a la accountability que venimos contando, puede 
producir o evidenciar brechas o vacíos de accoun-
tability, entendidos como el espacio que se produ-
ce cuando se da un cambio en la autoridad política 
(entre el Estado y el mercado, por ejemplo) sin que 
se produzcan a su vez nuevos mecanismos de ac-
countability para llevar a cabo un seguimiento de 
su acción. Goetz y Jenkins (2005) determinan que 
los fallos o fracasos de accountability tienen dos 
causas principales: la captura por los intereses de 
las élites o uso ilegal del poder público para bene-
ficio privado (principalmente en forma de cliente-
lismo o corrupción); el sesgo, que se refiere a 
prácticas que no son ilegales o motivadas por el 
deseo de beneficio privado, pero que aun así im-
plican decisiones que benefician a grupos ya aven-
tajados. Ahondando en la perspectiva anterior, si 
los fallos por captura o sesgo son detectados por 
Goetz y Jenkins como principales barreras a la ac-
countability, Chambers y Pettit (2004: 140) plante-
an que para contribuir a una ayuda más inclusiva 
es ineludible comprender el poder y buscar meca-
nismos para modificar su distribución entre los 
actores. 
Con relación a cómo se realiza la accountability, 
vale la pena también destacar otras tres ideas pro-
venientes de discursos académicos. En primer lu-
gar, se resalta que las sociedades son las que defi-
nen estándares, con el objetivo de decidir en qué 




aspectos los gobiernos deben rendir cuentas. Estas 
definiciones dependen del tiempo, así como de los 
contextos culturales, políticos y socioeconómicos 
en los que nos movamos. En segundo lugar, a me-
nudo existen vacíos entre los estándares morales o 
criterios básicos de justicia y los procedimientos 
oficiales. Estas brechas tienen implicaciones políti-
cas. De esta manera, se da una desconexión entre 
las expectativas de contar con unos estándares 
más minuciosos de accountability y justicia y la 
inadecuación de los medios y reformas institucio-
nales para acomodarlas (Goetz y Jenkins, 2005). En 
tercer lugar, se enfatiza la importancia del cambio 
de actitudes de los distintos actores para que se 
den transformaciones en las formas de accounta-
bility. El uso de expresiones como accountability 
mutua o titularidad nacional o del Estado puede 
reflejar este tipo de necesidad (Eyben, 2008; Goetz 
y Jenkins, 2005). 
En cuanto a los espacios de gobernanza donde se 
producen mecanismos de accountability y actúan 
los diferentes actores implicados, distintas pers-
pectivas académicas dan cuenta de la existencia de 
sistemas de gobernanza multinivel, término que 
describe las diferentes capas de autoridad inter-
dependientes que caracterizan al mundo global 
actual. ¿Cómo ha afectado esta redefinición de 
espacios a la accountability que puede ser legíti-
mamente esperada? Según Goetz y Jenkins, la re-
organización de lo que ellos denominan jurisdic-
ciones de accountability tiene tres dimensiones 
(Goetz y Jenkins, 2005): la primera es que ha habi-
do una expansión de las jurisdicciones de accoun-
tability. Un ejemplo de ello es la manera en la que, 
más allá de las fronteras del Estado, actores tanto 
de niveles locales o nacionales como internaciona-
les están buscando accountability mediante la per-
secución de violadores de los derechos humanos o 
pleitos contra corporaciones. La segunda dimen-
sión tiene que ver con una localización de las juris-
dicciones de accountability que es inseparable de 
la promoción de la gobernanza descentralizada y 
de la devolución alrededor del mundo. Así, se dan 
a nivel local demandas de accountability vincula-
das a la justicia, el gobierno o la gestión de servi-
cios. La tercera dimensión descrita por los autores 
es definida como jurisdicciones de accountability 
virtuales. Se trata de un ejemplo que describe la 
profusión de nuevos métodos y mecanismos para 
promover la accountability (el cómo) y que coinci-
de con la emergencia de nuevos espacios en los 
que puede ser demandada. En este sentido, el ci-
berespacio, usado como lugar y como método, da 
cuenta de multitud de iniciativas surgidas a nivel 
mundial para el refuerzo de la accountability. 
3.2 Discursos de los donantes 
En relación con la concepción de accountability 
por parte de los donantes, nos hemos de referir a 
la Declaración de París de 2005 para la mejora de 
la efectividad de la ayuda. En ella, no hay ninguna 
definición explícita del término, pero su uso en el 
documento se vincula a las categorías de accoun-
tability política y financiera planteadas por Newell 
(Newell, 2006; Bellour, 2002a). La lógica de la De-
claración de París comprende que la mejora de la 
efectividad de la ayuda pasa por la mejora de la 
accountability. En efecto, si entendemos que la 
ayuda es eficaz cuando posibilita que los países 
consigan sus propios objetivos de desarrollo, para 
la OCDE esto pasa por que se den tres condiciones: 
predecibilidad, accountability y efectividad en 
cuanto a coste (OECD-DAC, 2008). Asimismo, en la 
Declaración de París y en sus documentos de se-
guimiento o de discusión posteriores, aparece es-
pecíficamente el principio de mutua accountabili-
ty. La encuesta del 2006 realizada por el CAD 
(OECD, 2007) explica que el concepto de mutua 
accountability es una importante innovación intro-
ducida por la Declaración de París, que desarrolla 
la idea de que la ayuda es más efectiva cuando 
tanto los donantes como los “gobiernos socios” 
(óp. cit. partner governments) rinden cuentas a sus 
respectivos públicos sobre el uso de los recursos 




para conseguir resultados de desarrollo y cuando, 
a su vez, se rinden cuentas los unos a los otros. El 
indicador número 12 es el único directamente re-
ferido a la mutua accountability y evalúa si existe 
implementación de compromisos conjuntos de 
partenariado y acuerdos locales para fomentar la 
eficiencia de la ayuda (OECD, 2007).  
Sin embargo, en un trabajo posterior impulsado 
por el Ministerio de Asuntos Exteriores de Dina-
marca (Wood et al., 2008) donde se evaluaba el 
proceso de la Declaración de París, se sostiene que 
no existe apenas información sobre la mutua ac-
countability. Tanto es así que, en el llamado Pro-
grama de Acción de Accra del 2008, la expresión 
mutua accountability pierde la importancia que se 
le había conferido en la Declaración de París: no 
aparece en ningún título principal, únicamente lo 
hace en los párrafos 19 y 31 de manera genérica. 
En relación con la accountability, Accra plantea 
una profundización de los procesos de debate par-
lamentario y social (referido al debate que involu-
cra a actores de la sociedad civil), tanto en países 
socios como donantes. Asimismo, durante el en-
cuentro en Accra también se lanza la Iniciativa In-
ternacional para la Transparencia de la Ayuda3 . 
En un documento elaborado desde el ODI en el 
2006 sobre la promoción de la mutua accountabili-
ty en las relaciones de la ayuda al desarrollo, anali-
zan el concepto de mutua accountability manejado 
en la Declaración de París y critican su foco en as-
pectos únicamente de answerability y no en la 
dimensión de enforceability (de Renzio y Mulley, 
2006). Sin embargo, los autores concluyen que la 
promoción de la mutua accountability entre do-
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International Aid Transparency Initiative es una campaña glo-
bal lanzada el 4 de septiembre del 2008 en Accra con el objeti-
vo de fomentar la transparencia en la AOD. Se llegó al acuerdo 
de trabajar en un modelo estándar para presentar los datos 
sobre la transparencia de la ayuda que será presentado en el 
2010 (DFID, 2008). 
nantes y países receptores podría contribuir a 
equilibrar los desequilibrios de poder intrínsecos a 
las relaciones de ayuda. 
En relación con los actores predominantes, la De-
claración de París se basa en una perspectiva fuer-
temente centrada en el Estado. En particular, la 
mutua accountability, en el contexto de la Declara-
ción de París, se refiere principalmente a las rela-
ciones entre donantes y países socios (Droop et al., 
2008). Esta perspectiva es matizada al cabo de tres 
años con el Programa de Acción de Accra (OCDE, 
2008), en el que, de manera más amplia, se invita 
a participar en el proceso a todos los actores vin-
culados al desarrollo y a sus políticas. 
En cuanto a los mecanismos, en la Declaración de 
París se adopta una perspectiva basada en la ges-
tión orientada a los resultados, que es definida 
como “gestión e implementación de la ayuda con 
vistas a los resultados deseados y utilizando la in-
formación para mejorar las tomas de decisión” 
(OCDE, 2005). Las encuestas de seguimiento de la 
Declaración de París evalúan la accountability me-
diante la definición de indicadores sobre la exis-
tencia y el desempeño aplicado a la ayuda de al-
gunos de los sistemas convencionales de accoun-
tability indicados anteriormente (Goetz y Jenkins, 
2005): los sistemas de gestión y de información en 
el seno del Estado, las agencias de supervisión y de 
regulación y la gestión del gasto público.  
Los dos principales documentos del proceso 
París/Accra (Declaración y Programa) conciben la 
corrupción y la falta de capacidad de los países 
receptores como los principales obstáculos a la 
accountability. Así, su visión redunda en el fallo de 
accountability por captura y no se reflexiona sobre 
el sesgo o la diferencia de poder como causas del 
problema. 
Aunque el concepto de gobernanza no tiene un 
papel importante en la Declaración de París o en 
Accra, la propia Declaración es una herramienta 




clave para la gobernanza de la ayuda. Aun así, por 
el texto se deduce que el nivel y el espacio de go-
bernanza considerado fundamentalmente en la 
Declaración de París es el nacional o estatal. En el 
mismo sentido con el que se ha comentado sobre 
los actores, el Programa de Acción de Accra consi-
dera la posibilidad de que los gobiernos locales se 
involucren, aunque sin ahondar en la manera de 
hacerlo (OCDE, 2008). 
3.3 Discursos desde las 
Organizaciones No 
Gubernamentales (ONGD) 
Para comprender el debate sobre accountability y 
ONGD desde una perspectiva histórica, pueden 
establecerse dos tendencias principales que en-
marcan los discursos desde el 2002 hasta nuestros 
días (Jordan y Van Tuijl, 2006). La primera refleja la 
vuelta del Estado como actor e instrumento prin-
cipal del desarrollo. Desde esta perspectiva, las 
ONGD deben ser controladas bajo marcos de go-
bierno legítimos, por lo que el enfoque de accoun-
tability prioriza la “proyección de credibilidad y la 
promoción de control externo (estatal)”. En la se-
gunda tendencia, desde un enfoque basado en 
derechos, las ONGD son vistas como actores que 
contribuyen a la gobernanza democrática y en ella 
la percepción de accountability está enfocada a 
“equilibrar múltiples responsabilidades hacia dife-
rentes actores involucrados, utilizando diversidad 
de mecanismos, apoyando homologación en lugar 
de regulación” (Jordan y Van Tuijl, 2006). 
En cuanto a experiencias innovadoras de accoun-
tability surgidas desde las ONGD, distintos autores 
resaltan lo emblemático de la adopción, por parte 
de ActionAid International, de una perspectiva 
basada en derechos (Chambers y Pettit, 2004; Jor-
dan y Van Tuijl, 2006). En esta experiencia, con el 
objetivo de repensar la estructura interna de ma-
nera que los desfavorecidos y sus organizaciones 
tengan el espacio para estar centralmente involu-
crados en la formulación, implementación y se-
guimiento de su propio desarrollo, se pone en 
marcha la ALPS (accountability, learning and plan-
ning system4). En palabras de la propia organiza-
ción, ALPS se diseña con la “finalidad de profundi-
zar en [la responsabilidad de ActionAid de] rendir 
cuentas a todas las partes interesadas, en particu-
lar a las personas pobres y excluidas con quienes 
trabajamos; garantizar que todos nuestros proce-
sos creen espacio para la innovación, el aprendiza-
je y la reflexión crítica, además de reducir la buro-
cracia innecesaria; garantizar que nuestra planifi-
cación sea participativa y sitúe el análisis de las 
relaciones de poder y el compromiso de mirar los 
derechos –en particular, los derechos de las muje-
res– como el centro de todos nuestros procesos” 
(ActionAid International, 2006). 
Otras iniciativas provenientes del sector de las 
ONGD que han conceptualizado la accountability 
son el Global Accountability Project (GAP) de One 
World Trust y AccountAbility. Ambas incorporan 
en su concepción al sector privado. La primera, 
porque su marco conceptual sirve para evaluar 
tanto a organizaciones sin ánimo de lucro como a 
corporaciones. La segunda, porque entre sus 
miembros hay ONGD, pero también empresas. 
One World Trust define accountability como los 
procesos mediante los cuales una organización 
toma el compromiso de responder y equilibrar las 
necesidades de los stakeholders en sus procesos 
de toma de decisión y actividades, así como de 
responder a este compromiso (Blagescu et al., 
2005). El marco está ampliamente enfocado a la 
mejora de la accountability en todas las áreas de 
una organización y aporta una visión de gestión. A 
su vez, basándose en las cuatro dimensiones de 
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Traducido por la organización como ALPS, sistema de rendi-
ción de cuentas, aprendizaje y planificación (ActionAid Interna-
tional, 2006). 




accountability definidas, apunta los retos a los que 
se enfrentan organismos internacionales, corpora-
ciones transnacionales y ONGD internacionales.  
Por otro lado, en el documento Development as 
Accountability (Litovsky y Macgillivray, 2007) la 
organización AccountAbility explica los fundamen-
tos de su concepción. Desde su perspectiva, las 
iniciativas de colaboración5 entre partenariados 
multisectoriales (colaboración público-privada) 
están emergiendo como la innovación institucional 
del siglo XXI para afrontar el desarrollo (Litovsky y 
Macgillivray, 2007). Así, es clave establecer “mar-
cos de gobernanza de colaboración”6 (i. e. proce-
sos y mecanismos mediante los que  se toman las 
decisiones en las iniciativas de colaboración) que 
integren mutua accountability. 
Volviendo al marco de la Declaración de París, EU-
RODAD critica el uso del término mutua accounta-
bility. La califica como una aspiración normativa-
mente buena, aunque se queda en aspiración de-
bido principalmente a su carencia de una visión 
realista sobre las relaciones de poder en las que se 
basa el sistema de ayuda. También se resalta que 
la mutua accountability requiere la implicación y 
participación de la ciudadanía. Además, se destaca 
que en el sistema actual no hay posibilidad de bus-
car accountability en los donantes y se apunta la 
necesidad de aportar a la mutua accountability 
una dimensión de enforceability (Hayes y Pereira, 
2008). El documento tiene un carácter de deman-
da y aporta información sobre casos concretos, 
pero no encontramos, sin embargo, un debate más 
profundo de la concepción de mutua accountabili-
ty. 
En relación con los actores, el rango de actores 
considerado en procesos de accountability es muy 
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 En el original, collaborative initiative. 
6
 En el original, collaborative governance Framework. 
amplio y, de una manera u otra, sitúan al sector 
privado como actor fundamental para la accoun-
tability del desarrollo.  
Por lo que se refiere a los mecanismos de la ac-
countability, se detectan tres recomendaciones 
que provienen del sector de las ONGD: la primera 
refleja la inadecuación de establecer patrones que 
no tengan en cuenta las diferencias de contexto, 
ya que “la interdependencia entre el contexto local 
y la accountability de las ONGD es crucial para el 
desarrollo exitoso de mecanismos” (Jordan y Van 
Tuijl, 2006). Otra de las recomendaciones tiene 
que ver con las perspectivas participativas. Bendell 
explica que, aunque no está exenta de problemas, 
la promoción de métodos participativos para eva-
luar proyectos de desarrollo ha sido en parte una 
respuesta al desafío de potenciar la accountability 
“hacia abajo” (Bendell, 2006). La tercera recomen-
dación que puede extraerse de la bibliografía tiene 
que ver con la importancia de adoptar enfoques de 
desarrollo basados en derechos, por encarnar 
éstos una apuesta por hacer más accountable los 
procesos de desarrollo y de cooperación en gene-
ral. 
En relación con la accountability de las ONGD hacia 
sus “representados” y la ciudadanía en general, se 
remarca la importancia de la existencia de meca-
nismos de transparencia e información de las acti-
vidades de las ONGD (Bendell, 2006). En cuanto al 
uso de la “voz” (por expresión o demanda) de los 
colectivos representados por parte de las ONGD, 
Bendell enfatiza la necesidad de establecer crite-
rios para evaluar la legitimidad de esta utilización. 
Las perspectivas de ONGD funcionan en el marco 
de una visión de gobernanza multinivel y compleja, 
en la que el ámbito global e internacional es su-
mamente importante. Desde EURODAD, por ejem-
plo, se es consciente de que el sistema internacio-
nal actual dificulta la mutua accountability (Hayes 
y Pereira, 2008). Por otro lado, el GAP argumenta 




de manera explícita que las formas tradicionales 
de accountability ya no son apropiadas para com-
prender la accountability en un contexto de go-
bernanza multinivel (Blagescu et al., 2005). 
3.4 Discursos del sector privado 
Se han utilizado diversos términos para describir 
los derechos y obligaciones de las corporaciones. 
La “accountability corporativa” ha sido usada, des-
de una perspectiva de gestión, para referirse a 
cuestiones de aportación de datos, auditorías y 
seguimiento de las actividades de negocio. La res-
ponsabilidad social corporativa (RSC), por otro 
lado, implica un acto más discrecional por parte de 
las compañías cuando consideran su rol e impacto 
en un conjunto más amplio de actividades corpo-
rativas. 
El modelo de RSC ha sido muy criticado y se ha  
censurado su apariencia publicitaria y de marke-
ting o bien su carácter excesivamente voluntario y 
autorregulatorio. Principalmente, se argumenta 
que la perspectiva solamente está basada en la 
dimensión de answerability, pero no de enforcea-
bility (Garvey y Newell, 2004). En este sentido, las 
perspectivas basadas en derechos desde la socie-
dad civil vienen siendo claves a la hora de deman-
dar una accountability más fuerte y sancionadora 
para las corporaciones (ICHRP, 2002). 
En relación con los actores predominantes, los que 
abogan por la RSC acostumbran a mostrar una 
actitud en contra del Estado como mejor marco 
para el desarrollo y ponen énfasis en la acción civil 
y privada, el voluntarismo y la autorregulación. Sin 
embargo, es necesario recordar que, incluso en los 
países más disfuncionales, es responsabilidad del 
Estado diseñar estrategias en contra de la pobreza, 
así como políticas sobre comercio e inversión. En 
este sentido, se recomienda la coordinación de las 
iniciativas privadas con las públicas (Newell y Fry-
nas, 2007). 
En relación con los mecanismos, la emergencia de 
nuevos estándares sobre los que juzgar el compor-
tamiento de actores públicos se ha extendido a 
poderosos actores del sector privado, y la brecha 
entre los estándares reclamados y los mecanismos 
reales en funcionamiento está particularmente 
marcada, si consideramos los esfuerzos por man-
tener la accountability de las corporaciones. Las 
demandas para que los impactos indirectos de las 
operaciones corporativas estén sujetas a niveles 
más altos de estándares de justicia social no han 
sido correspondidas por reformas en las leyes in-
ternacionales y nacionales (Goetz y Jenkins, 2005; 
ICHRP, 2002).  
Como ejemplos de estándares desarrollados en los 
últimos años sobre el comportamiento esperado 
de las compañías globales, destacamos: 
1. Indicaciones de la OCDE para las Empresas Mul-
tinacionales7 (OECD, 2008). Se trata de reco-
mendaciones voluntarias, dirigidas a gobiernos 
y multinacionales, que constituyen un conjunto 
de pautas en el área de la “ética empresarial”. 
2. Declaración Tripartita de la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT). Desde su página 
web, la OIT (2009) resalta que la RSC es una 
forma, por parte de las empresas, de afirmar 
sus principios y valores, pero enfatiza la natura-
leza voluntaria de ésta. A diferencia de las guías 
de la OCDE (cuyo foco está situado en las em-
presas), la OIT hace énfasis en la responsabili-
dad de los gobiernos para asegurar el cumpli-
miento de los derechos fundamentales de los 
trabajadores (Oldenziel, 2005). 
3. Global Compact de las Naciones Unidas. Tiene 
una perspectiva más laxa que la propuesta por 
la OIT, debido a que no aboga por una normati-
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va obligatoria y por su visión menos política de 
la realidad del desarrollo. Los diez principios 
están respaldados por el marco internacional 
de derechos humanos y se introducen, como 
elemento de accountability, los informes de se-
guimiento realizados por las propias firmantes 
(UN, 2009). 
4. Normas sobre las responsabilidades de corpo-
raciones transnacionales y otros negocios de 
empresas en relación con los derechos huma-
nos (UN, 2003), promovidas desde la Comisión 
de Derechos Humanos de NN. UU.  
Aparte de estas iniciativas lideradas por organis-
mos internacionales, existen otras que provienen 
de la sociedad civil con fuerte presencia del sector 
privado. Podemos destacar los principios de The 
Caux Round Table (2009) planteados en 1994, las 
indicaciones para el reporte de información relati-
va al comportamiento de las organizaciones en 
términos de sostenibilidad medioambiental del 
Global Reporting Initiative (2009) y AccountAbility 
(del que ya hablamos en el apartado de las ONGD). 
A su vez, aunque por el momento de manera mi-
noritaria, están emergiendo “auditorías éticas” 
como la SA8000 lanzada por Social Accountability 
International8 como estándar voluntario basado en 
las convenciones de la OIT y NN. UU. para mejorar 
la accountability en los espacios de trabajo y las 
comunidades. 
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4 Evidencias del análisis de las entrevistas 
 
Una vez resumido el marco teórico que dio pie a la 
realización de los cuestionarios, vamos a destacar 
las evidencias más notables del análisis de las en-
trevistas. Hemos estructurado la discusión en tor-
no a las hipótesis de la investigación a las que nos 
hemos referido en el apartado de metodología. En 
aras de una mayor claridad expositiva, vamos a 
reproducir nuevamente las hipótesis para, poste-
riormente, referirnos a su discusión. 
4.1 Discusión de la hipótesis 1: 
concepción de accountability en 
relación con el contexto 
Hipótesis 1: los actores del sistema de cooperación 
español incorporan la accountability en el nivel 
teórico, con concepciones restringidas9 en cuanto 
a la naturaleza, el alcance, los actores y mecanis-
mos que están fundamentados en la evolución del 
propio contexto español (visiones y sistemas aso-
ciados a la cooperación del desarrollo, atomización 
de los esfuerzos, poca investigación y reflexión 
conceptual, etc.). 
En relación con la naturaleza y el alcance del con-
cepto: 
 La traducción más empleada del término ac-
countability es rendición de cuentas y transpa-
rencia. 
 La concepción generalizada es que accountabi-
lity incluye la justificación económica de los 
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 En relación con el marco de análisis y la reseña bibliográfica 
realizada. 
fondos invertidos y, para muchos actores, el 
concepto se limita a ello, vinculándolo con la 
idea de auditoría o control financiero. 
 En otros casos, se amplía la concepción y se 
habla de impacto o evaluación, entendiendo 
que rendir cuentas implica dar explicaciones no 
sólo sobre en qué se han gastado los recursos, 
sino también sobre qué repercusiones tiene es-
to. 
 Con relación a esto, los sistemas de gestión de 
calidad son propuestos como mecanismos de 
rendición de cuentas, lo que implica una con-
cepción concreta de lo que en el análisis bi-
bliográfico se consideraba accountability finan-
ciera. 
 Algunos actores estatales, en su vocación por 
acercarse a los estándares internacionales, 
hablan de mutua responsabilidad con los países 
del Sur para ampliar el concepto de accountabi-
lity. No obstante, se suele referir a lo que en el 
marco teórico denominamos accountability 
política y financiera.  
 En algunos casos, aunque no de manera gene-
ralizada, se incluye la accountability social y ci-
vil, que tiene en cuenta a la sociedad civil y la 
ciudadanía de los países del Sur. 
 La fundamentación de la accountability es una 
fundamentación legal y en algunos casos ética, 
pero en ningún caso se menciona el poder co-
mo elemento clave en las relaciones de accoun-
tability. En este sentido, la accountability se 
plantea como un problema de gestión de las re-
laciones, pero a la hora de profundizar en los 
mecanismos de accountability no se hace refe-
rencia a la revisión de las relaciones de poder 




que impliquen a aquellos que podrían exigir la 
rendición de cuentas. 
Por tanto, podemos afirmar que, en cuanto a la 
naturaleza y el alcance del concepto de accoun-
tability, se verifica la primera de las hipótesis, 
pues el manejo del concepto es restringido en 
relación con el marco de análisis y la reseña bi-
bliográfica realizada. 
A propósito del rol de los distintos actores: 
 Con respecto a qué actores son incorporados 
en relaciones de accountability, existe un con-
senso generalizado de que hay que rendir cuen-
tas a los financiadores. Es frecuente la mención 
de la obligación y necesidad de mejora de la 
rendición de cuentas a la ciudadanía del Norte y 
a quien los representa: parlamentos, consejos. 
Las ONGD incluyen en sus relaciones a los so-
cios y a los patronatos. 
 La accountability hacia los socios del Sur, así 
como hacia los destinatarios últimos de las ac-
ciones, no es tenida en cuenta en la mayoría de 
los casos. Cuanto mayor es el grado de re-
flexión que parece haber habido en la organiza-
ción o institución en torno al asunto de la ac-
countability, más interés existe sobre este tema 
y más experiencias piloto de mecanismos hay 
(sobre todo en el Gobierno central, represen-
tantes de las CC. AA. y ONGD grandes). 
Por ello, en relación con los actores involucrados 
en los procesos de accountability, podemos afir-
mar de nuevo que la hipótesis se confirma en 
parte, en la medida en que muchos de los entre-
vistados consideran un rango de actores limitado, 
en comparación con las propuestas extraídas de 
la revisión bibliográfica. 
En cuanto a los elementos del contexto español 
que condicionan la visión de la accountability, se 
destacan tres aspectos: la descentralización, la 
dependencia de fondos públicos, la juventud del 
sistema de cooperación y los espacios de reflexión 
existentes. 
Sobre la descentralización: 
 España tiene un sistema plural y diverso de 
cooperación al desarrollo y los entes locales 
abogan por la no jerarquización y por redes 
más horizontales de poder. Así, aunque la coo-
peración estatal percibe que la cooperación au-
tonómica ocupe espacios reservados al Estado, 
los entes de la cooperación descentralizada 
están legitimados tanto por marcos legales co-
mo por su ciudadanía. En este contexto, el sis-
tema español podría evolucionar hacia un mo-
delo más federal de cooperación al desarrollo, 
aunque ello no encaja directamente en el nivel 
internacional con los modelos tradicionales 
centrados en el Estado. 
 Existen pocos mecanismos de coordinación 
entre los distintos actores públicos, lo que su-
pone una limitación para la accountability. En el 
ámbito de las ONGD, las coordinadoras funcio-
nan como elemento de control en el sentido 
positivo, aunque la fragmentación y prolifera-
ción de ONGD dificultan la articulación de los 
diferentes intereses en las dinámicas colectivas. 
 La visión de la accountability entre los entes 
locales, universidades y empresas parece, en 
general, más pobre y menos reflexionada que 
en instancias estatales o autonómicas. En el 
ámbito de las ONGD, a pesar de la gran diversi-
dad de casos, si que parece haberse producido 
una reflexión sobre el tema. 
A propósito de esto, la confirmación de la hipóte-
sis tiene una doble vertiente, puesto que por una 
parte el sistema descentralizado español supone 
grandes dificultades para una accountability efec-
tiva pero, por otra, genera dinámicas en las que 
las CC. AA. y los entes locales tienen bases de 
legitimidad para reclamar accountability del Es-




tado central y aportarla a sus habitantes y contri-
buyentes. 
Sobre la dependencia de fondos públicos: 
 En el sector no gubernamental, las bases de 
financiación independientes de fondos públicos 
son muy escasas.  
 Esto incide sobre la independencia de las orga-
nizaciones y su capacidad para exigir rendición 
de cuentas del Estado y los gobiernos auto-
nómicos, hasta el punto de que, desde algunas 
instancias, se señala a las ONGD como el ins-
trumento para la puesta en marcha de políticas 
públicas de cooperación al desarrollo. 
 El aumento de la financiación a las ONGD y un 
mayor control de los fondos deberían mejorar 
la accountability de carácter financiero. Sin 
embargo, ha supuesto un mayor trabajo para 
las propias ONGD al no existir una estandariza-
ción de los procedimientos. Esto incide negati-
vamente tanto sobre la eficacia de la ayuda, 
como sobre la calidad de las relaciones entre 
los actores y redunda en el empeoramiento de 
otro tipo de accountabilities. 
 En relación con todo lo anterior, también es 
necesario tener en cuenta que las administra-
ciones públicas (sobre todo la estatal) constitu-
yen de facto un organismo regulador, aunque 
sean instituciones ejecutivas y no legislativas o 
judiciales. Esta idea hace referencia a que, aun-
que no estén sustentados por normas o leyes, 
los agentes públicos de cooperación al desarro-
llo acaban en buena parte estableciendo los cri-
terios que rigen la calidad y las actuaciones de 
cooperación al desarrollo del sector de las 
ONGD.  
En este sentido, se confirma la hipótesis de que la 
dependencia de fondos públicos genera retos a la 
hora de profundizar en concepciones más amplias 
de la accountability. 
En cuanto a la juventud del sistema y los ámbitos 
de reflexión de los actores: 
 El sector ha ido profesionalizándose y especia-
lizándose tanto en el ámbito gubernamental 
como en el no gubernamental. La alta presencia 
de diplomáticos, sin ninguna especialización en 
cooperación en los ámbitos estatales, parece 
que se va superando. 
 Se percibe como importante la formación en el 
extranjero, así como la apertura de miras y ca-
pacidades para participar en los foros interna-
cionales. 
 Las demandas de accountability por parte de la 
ciudadanía son escasas. Hay una cultura muy 
delegativa y una cierta pasividad no sólo hacia 
los políticos, sino también hacia las ONGD. Sin 
embargo, y a pesar de esta carencia de deman-
da ciudadana, las coordinadoras han logrado 
cierta capacidad para preguntar y cuestionar a 
los gobiernos. 
 Es de gran importancia que se extienda una 
cultura de la evaluación y del aprendizaje en el 
sector de la cooperación.  
 En el ámbito de las ONGD, el debate en torno a 
la accountability está muy vinculado con los 
escándalos de corrupción y malversación de 
fondos protagonizados por varias ONGD duran-
te el 2007. Las respuestas actuales deben ser 
también comprendidas como medida de defen-
sa del sector para asegurar su existencia. 
 Los procesos de mejora y debate en torno a la 
accountability están relacionados con la madu-
rez que se va adquiriendo y los debates en el 
contexto internacional. 
Se verifica, por tanto, la hipótesis planteada en 
relación con la juventud del sistema como limi-
tante de las concepciones de la accountability. 
 




4.2 Discusión de la hipótesis 2: 
prácticas y mecanismos 
Hipótesis 2: se dan prácticas y mecanismos de ac-
countability, pero son limitados frente a las con-
cepciones de los propios actores. 
 En relación con la accountability financiera y 
según las entrevistas, las prácticas no difieren 
mucho de los discursos. Por ejemplo, los acto-
res gubernamentales (nivel estatal, autonómi-
co, municipal, etc.) parece que sí emplean los 
mecanismos de rendición de cuentas acordes 
con sus discursos. 
 No obstante, en cuanto a la accountability polí-
tica, aparecen fricciones en la rendición de 
cuentas entre los diferentes organismos de co-
operación en España, como consecuencia de un 
modelo descentralizado y no jerarquizado. 
Además, la rendición de cuentas a la ciudadanía 
por parte de las diferentes instancias de la Ad-
ministración pública es muy pobre.  
 Aunque en el discurso de la accountability so-
cial sí aparecen las sociedades y los gobiernos 
de los países socios/destinatarios de las ayudas, 
esto no se refleja en las prácticas (mecanismos 
inexistentes o poco definidos al respecto). 
 Los gobiernos hablan de accountability social 
refiriéndose básicamente a la sociedad españo-
la y plantean como mecanismos los informati-
vos, es decir, manejan espacios con una partici-
pación poco activa de la sociedad. 
 Los actores manifiestan la necesidad tanto de 
ampliar el discurso de la accountability, como 
de mejorar las prácticas. En el caso concreto de 
la AECID, la DGPOLDE y los organismos auto-
nómicos entrevistados, se asume que: se rinden 
muy pocas cuentas a la sociedad civil; existen 
asimetrías de partida, que condicionan la rendi-
ción de cuentas, y la rendición de cuentas fi-
nanciera está ampliamente asumida, al menos 
en la Administración pública, y habría que ir 
más allá.  
 Algunos actores gubernamentales consideran 
que el funcionamiento de la Administración di-
ficulta los procesos financiables de más de un 
año y, por ende, esto afecta a la rendición de 
cuentas (pero parece que sigue reduciéndose a 
la accountability financiera y que ésta incluye 
aspectos de eficacia e impacto). 
 En el nivel gubernamental, la participación de la 
sociedad se plantea también a través de órga-
nos mixtos, como los consejos de cooperación. 
Éstos, sin embargo, reducen la participación a 
la de tipo consultivo o, incluso más básica, la de 
tipo informativo.  
 En cuanto a los instrumentos, los actores gu-
bernamentales se topan con la disyuntiva entre 
informar y publicitar. Esto dificulta la accounta-
bility, puesto que la sociedad civil y los medios 
de comunicación pueden pensar que se infor-
ma “para ponerse la medalla”. A su vez, en el 
contexto de los países socios, la visibilización 
vinculada con la rendición de cuentas es pro-
blematizada ya que puede incluso debilitar ins-
titucionalmente (desinstitucionalizar) al Go-
bierno del país. 
 Cuando las instituciones restringen la concep-
ción de la accountability de manera transparen-
te, entienden que dar visibilidad ya es rendir 
cuentas sin importar los procesos subyacentes 
que han llevado a determinadas decisiones. 
 Se están introduciendo sistemas de calidad en 
las organizaciones de cooperación guberna-
mentales y no gubernamentales, con una in-
corporación de la perspectiva de rendición de 
cuentas a través de los indicadores de proceso 
y la mayor exigencia financiera y de cumpli-
miento de los objetivos previstos.  
 Se detectan procesos de mejora en instrumen-
tos (como páginas web y el acceso a informa-




ción) o en procesos (sobre todo en cuanto a la 
perspectiva de participación adoptada). 
 En el caso de las universidades y en relación 
con el grado de reflexión, existen desajustes 
entre los cuerpos técnicos de cooperación y el 
personal administrativo sujeto a las normas de 
justificación de gastos. La percepción es que al-
gunas personas a título individual pueden haber 
realizado una reflexión sobre la mejora de me-
canismos, aunque el tema no forme parte de la 
agenda en el ámbito institucional. 
Por todo lo expuesto anteriormente, la hipótesis 
2 se confirma ya que, con excepción de la accoun-
tability financiera, las prácticas son limitadas en 
relación con los propios discursos de los actores. 
4.3 Discusión de la hipótesis 3: 
barreras a la accountability 
Hipótesis 3: hay barreras técnicas y políticas de 
tipo vacío/sesgo/captura que influyen en el siste-
ma de accountability en la cooperación al desarro-
llo en España. 
Sobre las barreras técnicas: 
 Faltan recursos para la accountability. Su finan-
ciación no es prioritaria para los financiadores. 
Al final, las ONGD priorizan la accountability 
que se les solicita por parte de los financiado-
res. El exceso de accountability económica dis-
trae de otros aspectos. Hace falta más flexibili-
dad, para que el sistema sea capaz de acomo-
dar mejor los diferentes marcos institucionales 
con los que se trabaja. 
 El uso de los proyectos como unidad de medida 
de accountability es una barrera y no contribu-
ye a la evaluación del impacto de la coopera-
ción al desarrollo ni a la incidencia en los proce-
sos de desarrollo a largo plazo, así como en las 
relaciones y en los aspectos institucionales. La 
cooperación al desarrollo tiene tendencia a re-
girse por criterios cortoplacistas, basados en 
proyectos técnicos que no apoyan cambios más 
estructurales. 
 Los criterios en cuanto a la elaboración de los 
pliegos para las convocatorias y concursos son a 
veces difusos o demasiado centrados en aspec-
tos vinculados con el bajo coste económico. 
Debido a la dificultad en la evaluación del im-
pacto, inherente a las características y la com-
plejidad de los procesos de desarrollo, es nece-
sario trabajar por la definición de nuevos 
estándares para la evaluación y, a la vez, por el 
consenso sobre éstos para evitar la dispersión 
de iniciativas que debilitan el proceso y confun-
den a la ciudadanía. 
Sobre las barreras políticas a la accountability, las 
evidencias más claras hacen referencia a la cues-
tión de la descentralización y a los vacíos que a 
continuación se describen: 
 El sistema político descentralizado español pro-
duce vacíos de accountability. Las comunidades 
autónomas entrevistadas perciben que hay 
rendición de cuentas desde las autonomías 
hacia el Gobierno, pero no desde el Gobierno a 
las autonomías. 
 A nivel estatal, el Consejo de Cooperación al 
Desarrollo y la Comisión Interterritorial de Coo-
peración para el Desarrollo, pese a su potencial, 
no son siempre suficientemente útiles para 
rendir cuentas. Los entrevistados destacan tres 
cuestiones: en primer lugar, disfuncionalidades 
debidas a su carácter simultáneo de coordina-
ción interministerial y de grupo de expertos; en 
segundo lugar, dependencia financiera de los 
miembros no gubernamentales sobre fondos 
gubernamentales y, por último, fortalecimiento 
de las relaciones bilaterales con ONGD sin con-
siderar los espacios abiertos y multilaterales. 
Todavía no se ha incidido en la rendición de 
cuentas en cuanto a los efectos de la coopera-
ción en relación con los países socios. En los 




países socios, la rendición de cuentas se realiza 
hacia los donantes, casi nunca hacia las organi-
zaciones locales, lo que supone un vacío de 
carácter conceptual. 
 La comunicación con el público es una asignatu-
ra pendiente por parte de las ONGD y gobier-
nos, quizá alimentada por el hecho de que la 
sociedad no demanda rendición de cuentas. 
Sobre el sesgo: 
 Si bien los procesos de rendición de cuentas 
son una oportunidad de aprendizaje, evalua-
ción y mejora, hay resistencia de las organiza-
ciones a mostrar sus carencias o fallos. 
 Existe un conflicto entre los objetivos de la coo-
peración al desarrollo y otros, como la proyec-
ción internacional del Gobierno o las agendas 
comerciales y económicas vinculadas a la coo-
peración al desarrollo de actores españoles. La 
estructura del sistema de cooperación (con 
personal no necesariamente formado específi-
camente, con su vinculación directa e institu-
cional con políticas e intereses de asuntos exte-
riores, etc.) no ayuda a contrarrestar la compe-
tencia descrita. 
 La visibilización de las actuaciones de la Ayuda 
Oficial al Desarrollo para obtener una rentabili-
dad política, implica realizar inversiones en 
cuestiones que son menos estratégicas para el 
país socio pero más “visibles”. 
Sobre la captura: 
 Intereses particulares, el clientelismo y el uso 
individual de las diferencias de poder entre or-
ganizaciones dificultan la accountability en 
órganos como los Consejos de Cooperación, así 
como la mejora general de los propios meca-
nismos de accountability. 
 La dependencia financiera de las ONGD es un 
obstáculo para exigir accountability al Gobierno 
en cuanto a cooperación al desarrollo. Otros 
obstáculos son: las limitaciones en el funciona-
miento democrático, la rotación de cargos y la 
transparencia en los órganos de gestión de las 
ONGD. 
 El conjunto de actores plantea el miedo y la 
existencia de corrupción, tanto en los países 
socios como en España. 
Por todo lo dicho anteriormente, se confirma la 
hipótesis 3 en relación con las barreras técnicas y 
la existencia de vacíos, sesgos y capturas de la 
accountability. 
4.4 Discusión de la hipótesis 4: 
procesos de cambio 
Hipótesis 4: en la actualidad, se detectan procesos 
de cambio que tienden a acercar el sistema de 
cooperación al desarrollo español a los estándares 
y prácticas de accountability identificados a nivel 
internacional. 
 A la luz de las entrevistas analizadas, no pode-
mos afirmar rotundamente que en todos los ac-
tores del sistema de cooperación español se 
estén detectando estos procesos de cambio, 
que siguen los estándares y prácticas de la co-
operación internacional.  
 Se detecta un avance de una concepción de 
accountability basada en el control del gasto, a 
una accountability orientada a la calidad de las 
intervenciones en cuanto a objetivos y resulta-
dos. 
 Sí que se puede concluir que, en los discursos 
de los entrevistados que forman parte del sis-
tema estatal de cooperación, se aprecia la vo-
luntad de converger hacia lo que se recomienda 
en las declaraciones internacionales, pero estos 
procesos de cambio se encuentran con diferen-
tes obstáculos, ya tratados en el análisis de la 
discusión de anteriores hipótesis (insuficiencia 
de espacios, instrumentos, características del 




sistema español, poca cultura democrática, 
etc.). 
 Un importante vector de cambio es el actual 
Plan Director 2009-2012 de la cooperación es-
pañola, que apunta cambios con un importante 
potencial en relación con la necesidad de coor-
dinación entre actores gubernamentales y el 
énfasis en el análisis, la reflexión y exposición 
pública de los informes. Su propia elaboración 
ha sido considerada como un espacio de inci-
dencia política y rendición de cuentas.  
 En algunos ámbitos, empieza a contar la calidad 
de la relación que se establece entre los actores 
y los procesos participativos. En este sentido, se 
destaca la importancia del plano humano para 
la mejora de la accountability y la construcción 
de confianza a través de los comportamientos, 
las actitudes y los afectos. 
 Podemos constatar que la inclusión de la rendi-
ción de cuentas a los países y a la ciudadanía 
del Sur es algo muy incipiente, que sobre todo 
se está discutiendo en el ámbito de la coopera-
ción estatal y entre las ONGD. Parece necesario 
continuar explorando mecanismos y posibilida-
des en este campoº. 
 Otro tema que se apunta en las entrevistas es 
la necesidad de pensar en una accountability 
que refleje el impacto de los proyectos de desa-
rrollo. Pero, como enfatizan diferentes entre-
vistados, esto plantea problemas de atribución 
que no son fáciles de resolver. Es necesario 
abordar la complejidad de evaluar en qué me-
dida los mecanismos y recursos contribuyen a 
la consecución de los objetivos de desarrollo. 
 La voluntad de mejora no debe hacernos olvi-
dar que es importante sistematizar bien, en vez 
de generar una gran cantidad de instrumentos 
de rendición de cuentas, que pueden derivar en 
un exceso de información. 
 El sector no gubernamental se muestra más 
optimista en cuanto a la evolución en la con-
cepción de la accountability y son dos los facto-
res que parecen contribuir a esta evolución: por 
un lado, el trabajo con redes y contrapartes en 
el Norte y en el Sur y, por otro, los escándalos 
del 2007 que han mermando la credibilidad de 
las ONGD y que han colocado en primera línea 
las cuestiones relacionadas con la accountabili-
ty. 
 Se afirma la importancia de los procesos de 
evaluación que posibilitan un cambio de per-
cepción en relación con las prácticas de la or-
ganización y también, debido al crecimiento del 
sector, existe la necesidad de mejores herra-
mientas de rendición de cuentas. 
 Por lo que respecta al sector privado y a las 
universidades, podemos afirmar que el debate 
sobre la accountability se encuentra en una fa-
se muy incipiente. En el sector privado, si se 
piensa en el término, se asocia comúnmente a 
una rendición de cuentas financiera. En el caso 
de las universidades, se vislumbra que pueden 
existir otros tipos de accountability, pero cómo 
operativizarlos es algo que está aún lejos del 
debate en este sector.  
Como consecuencia, la hipótesis 4 se confirma 
pues sí que existen procesos, algunos de ellos aún 
incipientes, que tienden a acercar la accountabili-
ty del sistema español a los estándares y prácticas 
identificados en el análisis bibliográfico. 





5 Implicaciones y recomendaciones 
 
A partir de las evidencias destacadas en el aparta-
do anterior y de la recopilación también de las 
aportaciones que nos hicieron algunas de las per-
sonas entrevistadas, se plantean a continuación las 
implicaciones de la investigación en relación con 
las prácticas y concepciones manejadas actual-
mente por los actores. A su vez, nos atrevemos a 
aportar algunas recomendaciones vinculadas con 
los cuatro tipos de actores entrevistados: las ad-
ministraciones públicas en los distintos niveles: 
estatal, autonómico y local; las ONGD; las univer-
sidades españolas, y las empresas.  
5.1 Implicaciones y 
recomendaciones para las 
administraciones públicas 
A partir de las evidencias encontradas y el análisis 
bibliográfico realizado, podemos concluir que Es-
paña tiene un sistema plural y diverso de coopera-
ción al desarrollo, en el que los entes no estatales 
abogan por la no jerarquización y redes más hori-
zontales de poder. Aunque en la agenda interna-
cional de la cooperación al desarrollo el protago-
nismo principal lo tienen los estados, los discursos 
sobre la accountability reflejados en este estudio 
sugieren que la cooperación española debería ir 
hacia un modelo más federal, en el que existiera 
una accountability horizontal entre los distintos 
actores públicos. Por ello, los espacios actuales de 
coordinación entre administraciones públicas han 
de ser reforzados y mejorados y deben constituirse 
en auténticos espacios para la rendición de cuen-
tas mutua. Esta misma necesidad de mejorar los 
espacios de coordinación es aplicable a la accoun-
tability vertical de las administraciones públicas, es 
decir, la relación de éstas con otros actores priva-
dos y con la ciudadanía. Los espacios que existen 
son más informativos que participativos y, cuando 
existen espacios formales, hay asimetrías de parti-
da que condicionan la rendición de cuentas.  
En esta discusión sobre los actores de la accounta-
bility, es necesario introducir a los actores del Sur. 
A pesar de que la Declaración de París incorpora el 
concepto de rendición de cuentas mutua, en la 
práctica, la accountability que se practica está muy 
viciada por las relaciones de poder inherentes al 
sistema de cooperación internacional. Es impor-
tante que las administraciones públicas sean cons-
cientes de estas barreras e inicien procesos de 
revisión organizacional en los que el poder en las 
relaciones entre socios del Norte y del Sur ocupe 
un lugar destacado. Sería recomendable introducir 
esta perspectiva en la reflexión acerca de los indi-
cadores de proceso, aprovechando el impulso ac-
tual en la introducción de sistemas de calidad en 
las administraciones estatales de cooperación. 
Esto es especialmente relevante vista la influencia 
que pueden tener la AECID o la DGPOLDE en otras 
administraciones públicas autonómicas y locales y 
en el sector privado. 
En relación con la concepción de la accountability, 
un paso importante hacia una verdadera rendición 
de cuentas mutua sería ir más allá de la accounta-
bility de carácter técnico y financiero. Las convoca-
torias de cofinanciación de acciones de coopera-
ción al desarrollo son el instrumento principal exis-
tente para la obtención de fondos para realizar las 
intervenciones de desarrollo. Por ello, los agentes 
públicos de cooperación al desarrollo acaban, en 
buena parte, estableciendo unilateralmente los 
criterios que rigen la calidad y las actuaciones de 




cooperación al desarrollo. Un cambio de criterio 
en los tipos de rendición de cuentas exigidos, que 
incorpore la perspectiva de la accountability social 
y política, tendría un efecto multiplicador inmedia-
to. Nuevamente, la influencia de actores estatales 
como AECID o la DGPOLDE puede ser muy relevan-
te para orientar el cambio que proponemos, sien-
do el Plan Director actual un elemento con gran 
potencial para apoyarlo.  
Este cambio también podría venir alentado por el 
fomento de una cultura del aprendizaje y la eva-
luación. Tanto en el seno de las propias organiza-
ciones gubernamentales, como en la relación con 
otros actores privados que se benefician de los 
fondos públicos, sería interesante que se promo-
vieran acciones orientadas a la evaluación, no con 
ánimo fiscalizador, sino para investigar y sistema-
tizar maneras exitosas de rendiciones de cuentas 
amplias y de apoyo al desarrollo de personas y 
comunidades del Sur. El actual marco de gestión 
basada en resultados, en la que el énfasis se pone 
en los resultados de la intervención, debería reco-
ger el aspecto de la rendición de cuentas y enfati-
zar no sólo los resultados materiales y visibles de la 
intervención, sino también el alcance en las rela-
ciones entre los actores que participan en ella.  
Asimismo, es fundamental mejorar los mecanis-
mos de transparencia de las actividades de las 
administraciones públicas, potenciando el acceso a 
la información y la comunicación y sometiéndose 
al escrutinio público por parte de la ciudadanía. Sin 
embargo, esto choca con las evidencias del estudio 
en las que se constata una cultura delegativa y una 
pasividad de la ciudadanía española. Si queremos 
ir más allá de una accountability de carácter técni-
co y financiero, desde las administraciones públi-
cas ha de promoverse una pedagogía de la accoun-
tability. Es importante que se dé prioridad, en las 
distintas convocatorias públicas, a las acciones de 
educación para el desarrollo y sensibilización que 
incorporen la perspectiva de la accountability civil 
y política. También es importante abrir espacios 
de participación a la ciudadanía. Las administra-
ciones locales pueden ser un buen foro para ello, 
dada la mayor proximidad a la ciudadanía.  
Para poder conseguir cambios en la concepción de 
la accountability, es importante que las adminis-
traciones públicas cuenten con personal especiali-
zado y con una buena formación. Pero no sólo es 
necesaria la formación técnica, sino también cono-
cer distintas prácticas y maneras de trabajo en el 
campo de la cooperación. Por ello, sería deseable 
que las administraciones públicas tuvieran una 
política de recursos humanos que primara la for-
mación continua en entidades del Norte y del Sur, 
con un planteamiento innovador de la rendición 
de cuentas. También es necesario que, en este 
proceso de aprendizaje y mejora, las administra-
ciones públicas se alíen con los centros de investi-
gación. El espacio de la investigación especializada 
en desarrollo y cooperación en España es aún débil 
y necesita no sólo de recursos económicos, sino 
también de administraciones públicas receptivas 
que quieran conocer y aplicar maneras diferentes 
de rendir cuentas.  
Por último, queremos destacar la importancia de 
los cambios en los mecanismos de cofinanciación 
de acciones de cooperación al desarrollo que reali-
zan las ONGD. Como veremos en el apartado si-
guiente, la enorme dependencia de fondos públi-
cos que tienen estos actores para realizar sus in-
tervenciones nos sugiere que un cambio de pers-
pectiva en los criterios que rigen las convocatorias 
de cofinanciación tendría un gran impacto. Pasar a 
apoyar procesos a largo plazo, en lugar de proyec-
tos puntuales, contribuiría a reforzar la importan-
cia de las relaciones de partenariado y confianza 
mutua entre las ONGD del Norte y sus contrapar-
tes del Sur. 
 




5.2 Implicaciones y 
recomendaciones en el ámbito 
de las ONGD 
En el ámbito de las ONGD, se detectan dos ten-
dencias relacionadas en las que es necesario seguir 
profundizando. La primera hace referencia a la 
implantación de sistemas de calidad en relación 
con los objetivos, resultados y recursos empleados 
para la promoción del desarrollo. La segunda con-
siste en los procesos de auditoría externa, orienta-
dos a certificar la calidad y dar transparencia a las 
cuentas y acciones de las ONGD. Incluso con sus 
limitaciones, parece ser una estrategia adecuada 
para enfrentar problemas como los escándalos 
acaecidos en el 2007. 
Sin embargo, estas dos formas de desarrollar ac-
countability restringen su alcance a la dimensión 
meramente financiera tal como ha sido planteada 
en el texto, es decir, vinculada a analizar qué se 
consigue con los recursos de los que se dispone. En 
este sentido, ampliar la noción de accountability 
requiere incorporar un análisis del tipo de relacio-
nes en las que ésta se desarrolla, lo que permite 
orientar la cuestión de manera diferente. Para ello, 
se hace necesario reconsiderar el concepto en 
términos de relaciones de poder y profundizar no 
sólo en los mecanismos que posibilitan a las ONGD 
exigir responsabilidades, sino también en la re-
flexión sobre quién tiene derecho a exigir respon-
sabilidades a las ONGD y qué bases de poder tiene 
para hacerlo, es decir, de qué mecanismos efecti-
vos dispone para obtener accountability. 
En relación con el primer punto, las Coordinadoras 
de ONGD llevan mucho tiempo haciendo un traba-
jo notorio y reconocido de seguimiento y control 
de las políticas públicas y las prácticas de desarro-
llo y cooperación y que es necesario reforzar. En 
relación con el segundo, la cuestión de la accoun-
tability podría ser un buen punto de partida para 
reconsiderar la forma de relacionarse con sus di-
versos stakeholders y, de un modo muy particular, 
reflexionar sobre sus bases reales de representati-
vidad. 
Esto implica incluir nuevos actores en las relacio-
nes de accountability y establecer mecanismos 
efectivos para generar esta interacción de inter-
cambio de responsabilidades. Concretamente, 
sería necesario repensar (auto)críticamente: qué 
papel desempeña la base social que compone la 
organización; cuál es la relación que se establece 
con las contrapartes y organizaciones del Sur con 
las que se trabaja; cómo se establecen relaciones 
con los ciudadanos de los países del Sur, destinata-
rios últimos de las acciones; qué papel desempe-
ñan las instituciones políticas nacionales, territo-
riales y locales de los países donde se trabaja, y 
cómo se relaciona la ONGD con la ciudadanía del 
Norte. 
Por tanto, sería importante tratar de entender 
cuáles son los mecanismos de influencia que estos 
actores tienen sobre las propias ONGD y plantear 
la accountability no sólo como una cuestión ética, 
sino como un derecho que requiere de capacidad y 
poder para su implementación y que puede con-
tribuir a fortalecer las formas en las que las ONGD 
se relacionan con otros actores. 
Concretamente, las coordinadoras de ONGD, 
además de profundizar en su papel de exigencia de 
accountability a los gobiernos, son un espacio muy 
interesante para reflexionar sobre qué se entiende 
por rendición de cuentas y cómo debe llevarse a 
cabo desde las ONGD. Habría que considerar tam-
bién cómo extender este debate a las ONGD pe-
queñas que no están representadas en ese foro. 
El trabajo en red, la participación en foros interna-
cionales, el intercambio de cuadros técnicos y la 
formación con miras internacionales pueden con-
tribuir a que el sector de las ONGD vaya incorpo-




rando nuevas ideas, dinámicas y formas de ac-
countability. 
En relación con una de las grandes barreras identi-
ficadas como es la dependencia de los fondos 
públicos, la diversificación de la financiación pare-
ce ser la recomendación más evidente. Teniendo 
en cuenta que esto es un aspecto estructural del 
sistema de cooperación español, al menos sería 
necesario reflexionar sobre las cuestiones y los 
espacios concretos en los que las ONGD ven condi-
cionada su capacidad para exigir accountability. 
Concretamente, es importante considerar los di-
versos Consejos de Cooperación (estatal, auto-
nómico, etc.) como espacios para discutir aspectos 
colectivos de la cooperación y no como espacios 
donde resolver cuestiones de interés particular de 
las organizaciones allí representadas. Esto no es 
sólo una cuestión de ética, sino de reivindicar me-
didas de carácter procedimental y de representati-
vidad para garantizar que esto sea así en la prácti-
ca. 
Asimismo, en cuanto a lo escasamente asentada 
que está la accountability en la cultura ciudadana 
española, las ONGD tienen un espacio de interven-
ción necesario y concreto en forma de Educación 
para el Desarrollo y construcción de ciudadanía en 
estas materias. En ese sentido, la relación con los 
ciudadanos del Norte debe ir más allá de la sensibi-
lización y aportar elementos sobre cómo exigir 
responsabilidades a los diversos actores del desa-
rrollo. Esto requeriría transversalizar la cuestión 
del desarrollo a través de asignaturas regladas del 
sistema educativo formal español, como podría ser 
su inclusión en la asignatura de Educación para la 
Ciudadanía. 
En relación con las intervenciones en terreno, pa-
rece importante pasar de pensar en clave de pro-
yectos a pensar en clave de procesos de transfor-
mación y cambio a largo plazo. Por tanto, resulta 
necesario rendir cuentas sobre los objetivos y las 
estrategias que se plantean, así como sobre las 
organizaciones con las que se establecen alianzas. 
Incorporar esta orientación a las relaciones requie-
re dar importancia al plano humano en la mejora 
de la accountability y a la construcción de confian-
za –a nivel de comportamientos, actitudes e inclu-
so afectos– para la construcción de redes y parte-
nariados de largo recorrido. Para propiciar esto, 
sería necesario introducir algunos cambios en el 
ámbito de la Administración pública, especialmen-
te en el sentido de establecer mecanismos de fi-
nanciación de más largo plazo. 
Incorporar la cultura de la evaluación y la sistema-
tización de experiencias es vital para poder rendir 
cuentas en profundidad sobre lo que se hace y por 
qué se hace, siendo riguroso con las atribuciones 
de los cambios generados. Por ello, es importante 
incorporar una orientación al aprendizaje que re-
conozca los errores como un aspecto clave para la 
mejora organizacional. 
Finalmente, es capital diferenciar la “publicita-
ción” de las acciones y proyectos que la organiza-
ción lleva a cabo, de la “rendición de cuentas”. Si 
bien la comunicación con el público parece ser una 
asignatura todavía pendiente, profundizar en ella 
requiere honestidad sobre lo que se pretende con-
seguir en cada caso. 
5.3 Implicaciones y 
recomendaciones en el ámbito 
de las universidades 
Como ha revelado la investigación, desde las uni-
versidades en España se manifiesta una visible 
inquietud por mejorar la rendición de cuentas de 
sus actuaciones en materia de cooperación, aun-
que quizá de forma todavía tímida. La cooperación 
para el desarrollo en las universidades españolas 
constituye en la mayoría de los casos un aspecto 




marginal de su trabajo, tanto en los recursos pues-
tos a disposición, como en el impacto de las inter-
venciones. Además, a menudo se incluyen como 
cooperación al desarrollo acciones de cooperación 
interuniversitaria. Éstas pueden no estar concebi-
das bajo el prisma del desarrollo cuando la univer-
sidad no considera que éste sea uno de sus come-
tidos (a pesar de que muchas universidades lo 
hayan integrado en sus políticas y funciones). Sin 
duda, éstas y otras circunstancias influyen tanto en 
la concepción y tipo de mecanismos de accounta-
bility que cabe emplear por este actor, como en su 
materialización, por lo que son tenidas en cuenta a 
la hora de plantear las siguientes recomendacio-
nes. 
En primer lugar, consideramos necesario que se 
defina una política de cooperación al desarrollo 
de la universidad en la que se expliciten las cues-
tiones de accountability en la cooperación. En re-
lación con esta cuestión y aprovechando la emer-
gencia de la responsabilidad social corporativa, 
consideramos necesario un replanteamiento pro-
fundo de las políticas e iniciativas de RSC que van 
desarrollándose en nuestras universidades, en el 
sentido de que incluyan las cuestiones del desarro-
llo y la cooperación: que haya una mayor relevan-
cia de los objetivos de desarrollo en la RSC, tal y 
como propone también el Plan Director 2009-
2012. 
Por otro lado, y ya que la accountability es conce-
bida básicamente desde su vertiente financiera, en 
la Cooperación Universitaria al Desarrollo se de-
berían reformular los mecanismos de fiscalización 
y administrativos (esto es especialmente significa-
tivo en universidades públicas), que actualmente 
son similares a otro tipo de iniciativas universita-
rias de diferente naturaleza y finalidad. Es decir, 
sería necesario dejar de focalizar la accountability 
en la ejecución de proyectos, para ampliarla a 
otros aspectos más estratégicos. Una primera con-
secuencia podría ser el replanteamiento de las 
convocatorias de financiación internas (dirigidas a 
sus colectivos universitarios) o abiertas a organiza-
ciones externas con las que cuentan muchas uni-
versidades. Más allá de la justificación contable, la 
propia convocatoria debería diseñarse para facili-
tar la accountability social (a modo de relación de 
la universidad con su propia comunidad universita-
ria) y civil. Para este cometido, consideramos es-
pecialmente interesante aprovechar los sistemas 
de calidad que están implantándose en las univer-
sidades, es más, existen ejemplos de universidades 
que ya están planteando definir modelos de cali-
dad de evaluación interna de sus actividades de 
cooperación. Esta apuesta por la calidad debe 
orientarse a promover verdaderos procesos de 
evaluación interna y no solamente para el caso 
concreto de las convocatorias. Esto se relacionaría 
con mejorar los mecanismos de información y 
comunicación. La universidad debe aprovechar las 
nuevas tecnologías para mejorar el aspecto más 
básico que existe en relación con la accountability: 
el acceso a la información. Algunas recomendacio-
nes concretas pueden ser la mejora o generación 
de las memorias de actividad de los órganos de 
cooperación (haciéndolas accesibles a través de 
Internet) o el mayor aprovechamiento del Obser-
vatorio de la Cooperación Universitaria al Desarro-
llo (OCUD), revisándolo desde la perspectiva de su 
contribución a la accountability (el OCUD en su 
constitución se define explícitamente como ins-
trumento para la rendición de cuentas). 
Otro aspecto que nos parece significativo abordar 
es la reformulación de la actual convocatoria PCI 
(Programa de Cooperación Interuniversitaria e 
Investigación Científica) de la AECID. A pesar de 
que sus objetivos son facilitar el desarrollo de rela-
ciones estables de la cooperación y fortalecer los 
sistemas de formación e investigación en el ámbito 
de la cooperación universitaria, las acciones finan-
ciadas por esta convocatoria a menudo no son 




visibles ni para la comunidad universitaria ni para 
la sociedad en su conjunto. Esto dificulta la trans-
parencia y la rendición de cuentas y puede generar 
fallos en la accountability por sesgo, independien-
temente de que las acciones financiadas se en-
marquen –como así se exige en la convocatoria– 
en las directrices de la política de cooperación al 
desarrollo española (países destino, prioridades, 
etc.).  
Lo anteriormente comentado implica reconsiderar 
tanto las relaciones mutuas de la universidad con 
un gran número de actores, como el papel de cada 
uno de ellos, incluyéndolos de forma más explíci-
ta, inclusiva y efectiva en las políticas y las accio-
nes universitarias. Esto podría particularizarse en 
aspectos concretos: fomento de acciones de apoyo 
institucional en términos de mayor igualdad, ma-
yor protagonismo de la investigación, énfasis en la 
visibilidad de las acciones, incorporación de la ren-
dición de cuentas en ámbitos docentes, como los 
proyectos de fin de carrera en materia de coope-
ración, etc. 
Hablar sobre relaciones mutuas supone también 
reconsiderar aquellos instrumentos de coordina-
ción ya existentes y tratar de mejorar su funcio-
namiento y alcance. En el caso de las universidades 
españolas, debemos tomar en consideración que 
la Comisión de Cooperación del CEURI (Comisión 
Española Universitaria de Relaciones Internaciona-
les) cuenta entre sus líneas estratégicas con la 
apuesta por la evaluación y por la calidad, tenden-
cia de apuesta de mejora ya observada en otros 
actores. Para contribuir a esta línea estratégica, 
sería deseable aprovechar el existente Código de 
Conducta de las Universidades en Materia de Co-
operación al Desarrollo, como documento (de 
vinculación básicamente moral) en el que apoyarse 
para llevar a cabo una efectiva accountability. Por 
otro lado, los incipientes consejos asesores inter-
nos en materia de cooperación, presentes en algu-
nas universidades, pueden ser un excelente meca-
nismo de rendición de cuentas y de control de la 
accountability. Otros instrumentos de coordina-
ción, como Consejos Interuniversitarios o el propio 
Consejo Social de las Universidades, deben ser 
sometidos a una profunda revisión, sobre todo en 
cuanto a la necesidad de visibilidad de sus acciones 
en la comunidad universitaria. 
No queremos olvidar en este apartado la presencia 
que la universidad tiene en el Consejo de Coopera-
ción Estatal, que insta a las universidades a hacer 
su trabajo más visible. 
Por último, y teniendo en cuenta la importancia de 
desarrollar una cultura de accountability entre la 
ciudadanía española, la universidad constituye un 
lugar privilegiado para crear espacios de reflexión 
y aprendizaje y fomentar la Educación para el De-
sarrollo. Una mejora y ampliación de la accounta-
bility requiere una mayor apuesta por la forma-
ción interna, tanto de los cuadros técnicos como 
de los órganos de gobierno, fortaleciendo capaci-
dades institucionales y humanas. En relación con la 
segunda de las funciones de la universidad, sería 
deseable potenciar la investigación sobre accoun-
tability en la propia universidad o en institutos de 
investigación y que ésta empape especialmente el 
funcionamiento de los diversos actores que con-
forman la universidad. Todos estos aspectos, tam-
bién propuestos desde el III Plan Director 2009-
2012 de la Cooperación Española, deben ser refor-
zados. 
5.4 Implicaciones y 
recomendaciones en el ámbito 
de las empresas 
Como ha mostrado la investigación, en el marco de 
la cooperación al desarrollo las empresas son un 
actor cuyas acciones están sometidas a un menor 
escrutinio de la sociedad, si las comparamos con 




las de la Administración pública o las ONGD, acto-
res más visibles por parte de la ciudadanía.  
Al igual que con el resto de agentes de la coopera-
ción al desarrollo, es necesario ampliar la noción 
de accountability más allá de la financiera. La vin-
culación que las empresas tienen con las acciones 
de cooperación se produce mayoritariamente a 
través de su participación como licitadores en con-
cursos convocados por la Administración pública, 
lo que influye en su concepción y práctica de la 
accountability. Ampliar esta visión y práctica de la 
accountability, principalmente financiera y técnica, 
tendría consecuencias no solamente para las em-
presas, sino para la propia Administración. 
Por un lado, el fomento de la RSC es una oportu-
nidad para que las empresas vayan adquiriendo un 
comportamiento más integral y respondan no so-
lamente de sus acciones directas, sino también de 
las de sus proveedores o subcontratas. Esta ten-
dencia, que ya se está produciendo, debe ampliar-
se a cuestiones más allá de las financieras o conta-
bles. En este sentido, la propia Administración de-
be ser cada vez más exigente con el perfil de em-
presa que licita y demandar explícitamente políti-
cas de RSC y principios éticos de funcionamiento 
en sus convocatorias. Sin duda, el fomento de los 
sistemas de calidad, muy asentado en el sector 
empresarial, es otra oportunidad para velar por la 
rendición de cuentas en el funcionamiento y los 
procesos de las empresas. 
Pero la accountability en la cooperación al desarro-
llo, desde los planteamientos defendidos en la 
presente investigación, supone entre otras cosas 
tomar en consideración a la sociedad y organiza-
ciones del Sur, a menudo receptores pasivos de las 
intervenciones, ante los cuales es necesario rendir 
cuentas. No obstante, esta tarea requiere una pro-
funda reflexión tanto por parte de las empresas 
como de la Administración, en relación con la res-
ponsabilidad adquirida por ambas partes en una 
intervención. A todo ello debemos añadir la nece-
sidad de que los nuevos planteamientos meto-
dológicos en planificación del desarrollo vayan 
calando en las empresas, superando modelos lógi-
cos de planificación que consideramos que restrin-
gen el concepto y la práctica de la accountability. 
Este cambio de enfoque en la accountability y la 
mayor adquisición de otro discurso en materia de 
desarrollo y cooperación por parte de las empre-
sas, será sin duda un trabajo lento, pues no existen 
instrumentos de coordinación entre empresas 
similares a los de las ONGD u otro tipo de actores 
del sistema de cooperación. Una alternativa sería 
la adhesión de las empresas a grupos de trabajo 
en temas de desarrollo, como ya están haciendo 
algunas empresas implicadas en cooperación para 
el desarrollo. Sin duda, la pertenencia a grupos de 
trabajo interdisciplinares en la temática del desa-
rrollo y la cooperación favorece la reflexión y el 
debate en torno a la rendición de cuentas y la 
transparencia. 
Una vía que consideramos esencial para poder 
ampliar la noción de accountability en el sector 
empresarial es su formación y reflexión en torno a 
planteamientos como los propuestos por la Educa-
ción para el Desarrollo. Tal y como hemos expre-
sado anteriormente, la universidad puede ser sin 
duda un espacio privilegiado para transmitir estas 
cuestiones, por su cercanía a las empresas y por su 
papel en la formación de futuros profesionales. La 
apuesta por una formación más integral o la im-
partición de másteres y postgrados que ofrezcan 
formación complementaria a cuadros técnicos de 
empresas pueden ser iniciativas que contribuyan a 
potenciar las sinergias entre universidad y empre-
sa. Los colegios profesionales también podrían ser 
espacios desde los cuales, con el concurso de la 
universidad y de las ONGD, transmitir y reflexionar 
sobre estas cuestiones. 




Finalmente, es necesario mejorar los mecanismos 
informativos y de comunicación pero tratando de 
velar por un equilibrio entre la necesidad de garan-
tizar transparencia y la visibilidad de las acciones. 
En aras de propugnar una mayor transparencia, la 
documentación generada en los proyectos debería 
ser más abierta y accesible, lo cual traslada la res-
ponsabilidad principalmente a la Administración. Si 
no es posible difundir esta información en tiempo 
real por los riesgos que en algunos casos podría 
suponer, sí debería hacerse una vez ejecutada la 
intervención. Esto podría ser una herramienta 
educativa no solamente para quienes están más 
directamente vinculados con el proyecto, sino para 
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